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Violence against women journalists

Abstract | The purpose of this article is to analyze the structural conditions of violence 

against women journalists. The current situation in Mexico will be taken as a case of anal-

ysis. Special emphasis will be placed on the importance of promoting a regional diagnosis 

that allows to know periodically the dimensions of this problem and to be able to influ-

ence the development of policies and legislative changes, in order to guarantee the life 

and freedom of journalists in the region. 

Keywords | gender based violence against women, women journalists. 

Resumen | El propósito de este artículo es analizar las condiciones estructurales de la vio-

lencia contra las mujeres periodistas. Se tomará como caso de análisis la situación actual 

en México. Se pondrá especial énfasis en la importancia de promover un diagnóstico re-

gional que permita conocer de manera periódica las dimensiones de este problema y po-

der influir en el desarrollo de políticas y cambios legislativos, a fin de garantizar la vida y 

la libertad de las periodistas en la región. 
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Una aproximación feminista a la violencia de género  
contra las mujeres
De acuerdo con la Asamblea General de la ONU de 1993, la violencia de género 
contra las mujeres es definida como “cualquier acto de violencia de género que 
resulta en el daño físico, sexual o psicológico contra las mujeres, incluyendo 
amenazas, coerción, o la privación ilegal de la libertad, sea en el ámbito privado 
o público” (ONU 1994).
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La violencia contra las mujeres tiene su origen en la estructura patriarcal 
que oprime a las mujeres (Amorós 1990). Es la manifestación de las relaciones 
históricas de desigualdad entre mujeres y hombres, que han resultado en la do-
minación y discriminación de las mujeres en la sociedad. 

Como una respuesta institucional, haciendo eco de las demandas del movi-
miento feminista, organismos nacionales, regionales y globales han dado pasos 
significativos para motivar a los Estados a eliminar la violencia contra las mu-
jeres.

La Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
Contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), adoptada en 1979 por la Asam-
blea General de la ONU, es la Carta de los Derechos de las Mujeres. Se trata del 
primer instrumento que definió la violencia contra las mujeres y que estableció 
una agenda para que los Estados miembro la eliminaran.

La Convención Inter–Americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra las Mujeres, Belem do Parà, fue publicada en 1994 por la Organización 
de los Estados Americanos (OEA). Este instrumento regional reconoce todas las for-
mas de violencia contra las mujeres como una violación de sus derechos humanos.

Dichos instrumentos han impactado favorablemente en el impulso de leyes, 
regulaciones y políticas en diversos países, incluidos México, España, Brasil, Es-
tados Unidos, India, Italia y Filipinas.

Las definiciones de violencia de género incluidas en estos instrumentos es-
tán basadas en la teoría crítica feminista. Este concepto cobró importancia en la 
investigación feminista, a partir de la década de los años 60, coincidiendo con 
la emergencia de la Segunda Ola del feminismo. En su análisis y conceptualiza-
ción del patriarcado, la teoría crítica feminista inició en esa década los debates 
sobre la violencia sexual en un intento por evidenciar que la violencia contra las 
mujeres estaba vinculada a su condición de género y colocar la discusión en la 
agenda pública. En los años 80, las definiciones teóricas centraron su atención 
en la conceptualización de la violencia doméstica, con el objetivo de llamar la 
atención sobre la esfera doméstica como el lugar en el que la violencia contra 
las mujeres inicia.

El desarrollo más importante de la teoría feminista, fue elaborar una pers-
pectiva holística que permitiera analizar en conjunto todas las formas de vio-
lencia contra las mujeres y considerar, al mismo tiempo, los contextos sociales 
específicos en los que dicha violencia es perpetrada. Esta perspectiva considera 
tipos y modalidades.

Los tipos incluyen: 

a)	 Violencia Física. Es la que se propina al cuerpo y que lo marca dejando 
huellas internas y externas en él. A la violencia física se la asocia con la 
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fuerza pero no se agota en los daños corporales pues tiene efectos psi-
cológicos, emocionales y de otra índole.

b)	 Violencia Psicológica. Es la violencia que perpetra daños a la esfera emo-
cional, que vulnera el derecho a la integridad psíquica. Utiliza la coer-
ción, las amenazas, la intimidación, la humillación, la privación de la 
libertad, el chantaje y la manipulación. Genera confusión, incertidum-
bre y miedo, es decir, daños que marcan la salud mental de las mujeres.

c)	 Violencia Sexual. La más evidente es la violación, que usa la fuerza moral 
y física para someter a la víctima. Es la forma más brutal y contundente 
de violencia sexual pero no la única. El hostigamiento sexual —acoso, 
burla, sometimiento— es una de las formas más comunes y justificadas 
de este tipo de violencia. La violencia sexual incluye la violencia física, 
pues somete al cuerpo, y la psicológica, porque vulnera la integridad 
emocional de las mujeres.

d)	 Violencia Económica. Es la violencia que se refiere a la disposición efec-
tiva de los valores y al manejo de los recursos materiales, que transgre-
de los derechos de las mujeres. 

e)	 Violencia Patrimonial. Es cualquier acto u omisión que afecta la supervi-
vencia de la víctima. Se manifiesta en la transformación, sustracción, 
destrucción, retención o distracción de objetos, documentos persona-
les, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos 
destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los 
bienes comunes o propios de la víctima.

f)	 Violencia Feminicida. Es la forma extrema de violencia de género contra 
las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los 
ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas 
misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede 
culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.

Las modalidades o espacios en los que la violencia contra las mujeres es 
perpetrada, incluyen:

a)	 Violencia Familiar. Es el acto abusivo de poder u omisión intencional, 
dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, ver-
bal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro 
o fuera del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación 
de parantesco por consaguinidad o afinidad, de matrimonio, concubina-
to o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho.

b)	 Violencia Laboral y Docente. Se ejerce por las personas que tienen un 
vínculo laboral, docente o análogo con la víctima, independientemente 
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de la relación jerárquica, consistente en un acto o una omisión en abuso 
de poder que daña la autoestima, salud, integridad, libertad y seguridad 
de la víctima, e impide su desarrollo y atenta contra la igualdad. 

c)	 Violencia Comunitaria. Está constituida por los actos individuales o co-
lectivos que transgreden derechos fundamentales de las mujeres y pro-
pician su denigración, discriminación, marginación o exclusión en el 
ámbito público.

d)	 Violencia Institucional. Son los actos u omisiones de las y los servidores 
públicos de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como 
fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos hu-
manos de las mujeres, así como su acceso al disfrute de políticas públi-
cas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los 
diferentes tipos de violencia (Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia 2007).

Con la irrupción de Internet, una nueva modalidad de violencia se ha añadi-
do a las definiciones de la teoría crítica feminista. Se trata de la violencia de gé-
nero en línea. Designa la perpetración de la violencia psicológica y sexual contra 
las mujeres en Internet. La violencia en línea tiene efectos en la vida real, lo que 
significa que aunque esta sea ejecutada a través de un medio digital, tiene efec-
tos concretos en la víctima. Esto lo reconoce el Consejo de Derechos Humanos 
de la ONU, a través de la Resolución L 13, sobre la promoción, protección y goce 
de los derechos humanos en Internet, que reconoce que los mismos derechos de 
los que las personas gozan en la vida real, deben prevalecer en el ciberespacio, 
en particular la libertad de expresión.

Puesto que se trata de un problema estructural, la violencia de género es ex-
perimentada por todas las mujeres, en todas las sociedades. La violencia incre-
mentará y sera más tolerada en aquellas sociedades donde la desigualdad de 
género es mayor.

La violencia contra mujeres periodistas en América Latina y México
De acuerdo con Edilson Lanza, Relator Especial para la Libertad de Expresión de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la violencia contra 
periodistas en América Latina es una prioridad. México se ha convertido en un 
foco rojo y en uno de los países más peligrosos para ejercer la libertad de expre-
sión, junto con Hounduras, Guatemala y El Salvador, países en donde ha aumen-
tado dramáticamente el riesgo (Lanza 2017). 

Los actos de violencia contra periodistas constituyen la forma de ataque 
más grave contra la libertad de expresión, a nivel individual y social, por cuanto 



61

D
O
S
IE

R D
O
S
IE

R

Volumen 7, número 17, (1-16), enero–abril 2019 
doi: http://dx.doi.org/10.22201/ceiich.24485705e.2019.17.67535
Aimée Vega Montiel

INTERdisciplina
www.interdisciplina.unam.mx

estos ataques vulneran el acceso de la sociedad a la información. Ningún crimen 
contra periodistas es casual ni sucede por generación espontánea, ni por ven-
ganza personal. Se trata de delitos dirigidos a silenciar voces y evitar la publi-
cación de investigaciones que develan la corrupción (Lanza 2017). 

El número de asesinatos de periodistas en los últimos diez años en América 
Latina, asciende a 200. Las industrias de comunicación tienen la responsabili-
dad de garantizar proteción y seguridad a sus periodistas. Sin embargo, para el 
derecho internacional, el Estado es el principal obligado (Lanza 2017). 

En este contexto, el carácter estructural de la desigualdad de género, nos 
ayuda a analizar el severo incremento de la violencia contra mujeres periodistas, 
lo que incluye la creciente violencia en línea. Puesto que la violencia de género 
es estructural, se trata de un problema que experimentan mujeres periodistas de 
todos los países de la región, pero principalmente en aquellos en conflicto, lo 
que se evidencia en el incremento en el número de víctimas y la gravedad de los 
ataques en su contra. Esta violencia sucede con el consentimiento de los gobier-
nos, lo cual resulta en un ciclo de impunidad y en contextos en los cuales las in-
dustrias de medios de comunicación no están asegurando condiciones de segu-
ridad para que las mujeres periodistas desempeñen su profesión.

De acuerdo con la Cátedra UNESCO de Comunicación de la Universidad de Má-
laga, Argentina, Colombia y México son los países que registran las mayores tasas 
de feminicidios de mujeres periodistas. Sin embargo, países de la región centro-
americana se ubican también entre los más peligrosos (De Frutos, 2016). Según 
expresa el Centro Civitas, en Guatemala solo en 2015 se registraron 24 denuncias 
de violencia contra mujeres periodistas, todas ellas vinculadas con el ejercicio de 
su profesión, principalmente de tipo sexual por parte de sus compañeros y de sus 
fuentes informativas —entre los agresores se registra un candidato presidencial 
y un diputado del Partido Líder— (Flores 2015). Por su parte, en Honduras identi-
ficamos el caso de la periodista Lourdes Ramírez, quien en 2005 fue amanazada 
de muerte por denunciar violaciones a los derechos humanos de mujeres trabaja-
doras en fábricas y por sus investigaciones sobre casos de corrupción. 

En este contexto, México es paradigmático. En 2017 se convirtió, junto con 
Siria, en el país más peligroso del mundo para ejercer el periodismo, situación 
que se agrava en el caso de las mujeres periodistas. De acuerdo con la organiza-
ción CIMAC (2015), de 2002 a 2013, 184 mujeres periodistas fueron víctimas de 
violencia de género. Solo entre 2014 y 2015, la cifra ascendió a 147. Quince de 
ellas han sido víctimas de feminicidio. 

Pese a su gravedad, la violencia contra mujeres periodistas no es visible 
dado el incremento de los asesinatos y actos de violencia contra hombres perio-
distas. La organización Artículo 19 reportó que en 2016 hubo un total de 426 
agresiones contra periodistas en el país, por lo que tanto el gobierno como las 
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ONGs usualmente no registran ni tampoco adoptan una perspectiva de género 
en el análisis de la violencia contra el gremio.

Siguiendo el informe de CIMAC, las mujeres enfrentan desafíos en su profe-
sión ligados a su condición de género, que los hombres periodistas no tienen 
que enfrentar. Los principales tipos de violencia de género contra mujeres pe-
riodistas, son la psicológica, físical, sexual —que incluye acoso y violación—, 
económica —por ejemplo, precarización de sus condiciones laborales—, patri-
monial —como robo de materiales de trabajo y de objetos personales, así como 
la entrada forzada a sus domicilios— e institucional —omisiones e impunidad. 

Los estados del país con los índices más altos de violencia contra mujeres 
periodistas, son la Ciudad de México (26%), Oaxaca (14%) y Veracruz (13%). 61% 
de víctimas son profesionales de entre 22 y 39 años de edad.

Al momento de la agresión, la mayoría de ellas investigaban actos de corrup-
ción y vínculos entre los gobiernos federal y locales con grupos criminales. Ello 
explica que sea el Estado el principal perpetrador de actos de violencia contra mu-
jeres periodistas: de acuerdo con CIMAC, 60% de los agresores son funcionarios del 
Estado. En este sentido, la violencia de género es el mecanismo utilizado por el Es-
tado mexicano para evitar el acceso de las periodistas a la libertad de expresión.

Otras formas de violencia empleadas por el Estado, son la revictimización, evi-
dente en los casos en los que se acusa a las periodistas de tener relación con los 
criminales. Así también, la vinculación de los ataques en su contra a conflictos de 
pareja; o negando que su profesión y su agenda informativa sea la causa de la vio-
lencia; o señalando que la atención a estos casos corresponde a gobiernos locales 
y no al federal. Una forma de violencia denunciada recientemente por el periódico 
norteamericano The New York Times, es el uso de instrumentos de espionaje. 

Una última pero no menos importante forma de violencia institucional, es la 
impunidad. De acuerdo con Artículo 19, 99.7% de ataques contra periodistas, no 
han sido resueltos (Artículo 19, 2017).

Los grupos criminales son los principales agresores de las periodistas, des-
pués del Estado. La mayoría de los medios informativos locales están controla-
dos por cárteles de la droga que fuerzan a medios y periodistas a no publicar 
información. Pero aquellas periodistas que insisten en develar las formas de 
operación de estos grupos y su vínculo con los gobiernos locales se convierten 
en víctimas. Esto se evidencia con el feminicidio, en 2017, de la periodista Mi-
roslava Breach, corresponsal del diario La Jornada en el estado de Chihuahua. 
En 2016, esta periodista hizo públicos los vínculos entre candidatos a las elec-
ciones locales y el crimen organizado. De acuerdo con La Jornada, una nota que 
fue dejada por los criminales junto al cuerpo de la periodista, decía: “Por lengua 
larga. Siguen allegados al gobernador y el gober. El 80” (“El 80” es uno de los lí-
deres del cártel “La Línea”). 
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Otras periodistas que han sido víctimas de violencia e inclusive de atenta-
dos feminicidas en México, son:

–	 Carmen Aristegui. Esta periodista reveló los actos de corrupción del ac-
tual presidente, Enrique Peña Nieto, y no solo perdió su trabajo como 
titular del programa de noticias de mayor rating a nivel nacional. Desde 
entonces, ha sido víctima de violencia y persecución por parte del go-
bierno federal. Ella y su hijo, un menor de edad de 16 años, son dos de 
las víctimas del espionaje contra periodistas y personas defensoras de 
derechos humanos, denunciado por el New York Times.

–	 Sanjuana Martínez. Esta periodista vive en el estado norteño de Monte-
rrey, uno de los más peligrosos del país. Investiga violaciones a dere-
chos humanos, actos de corrupción y vínculos entre funcionarios y gru-
pos criminales.

–	 Anabel Hernández. Esta periodista ha evidenciado las relaciones entre 
“El Chapo Guzmán” y autoridades mexicanas.

–	 Marcela Turati. Esta periodista se ha enfocado en investigar la desapari-
ción de 43 estudiantes en Ayotzinapa y ha dado evidencia de la partici-
pación concertada de autoridades y criminales en este hecho.

–	 Lydia Cacho. Esta periodista ha revelado la operación de redes de trata 
y tráfico sexual infantil por parte de políticos, empresarios y grupos cri-
minales.

Lo que estos casos muestran, es que dichas periodistas se han enfocado en 
revelar las formas de operar de la estructura patriarcal. Sin embargo, los medios 
para los cuales trabajan no asumen ninguna responsabilidad en garantizar con-
diciones de seguridad para que estas periodistas puedan desarrollar su trabajo. 
No reconocen que los actos de violencia perpetrados en su contra tienen un vín-
culo directo con su trabajo. Al contrario, como en el caso de Carmen Aristegui, 
la empresa MVS incluso inició una demanda legal contra la periodista por haber 
revelado los actos de corrupción del presidente.

Por último, y no menos importante, es la violencia en línea contra las perio-
distas. El Internet se ha convertido en otra vía para atentar contra estas profe-
sionales en México. Las formas más comunes de violencia son el acoso sexual, 
así como amenazas de violación y de muerte.

Condiciones legales
Con el fin de enfrentar estas condiciones adversas, las mujeres periodistas han 
impulsado mecanismos de protección, a través de la creación de redes, tales 
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como la “Red de mujeres periodistas con perspectiva de género”. A través de 
este y de otros colectivos, las periodistas han logrado que el gobierno mexicano 
adopte algunas medidas para prevenir la violencia de género perpetrada en su 
contra. Sin embargo, continúan enfrentando obstáculos. 

El marco legal para la protección de periodistas y personas defensoras de 
derechos humanos es débil. La Ley Nacional para Proteger a las Personas Defen-
soras de Derechos Humanos y Periodistas no es efectiva. Una de las razones 
principales, es el hecho de que el gobierno sea uno de los principales agresores, 
y también por la impunidad que impera en el país.

Ejemplo de ello es el Mecanismo para la Protección de Personas de Derechos 
Humanos y Periodistas. El Mecanismo es el resultado de la solicitud de estos 
sectores a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Aún cuando se trata de un logro de la sociedad civil, el Mecanismo es enca-
bezado por la Secretaría de Gobernación —la misma institución que, de acuerdo 
con The New York Times, lidera el espionaje de periodistas—. En consecuencia, 
periodistas y sociedad civil son escépticos del Mecanismo. Y aunque este cuen-
ta con un Consejo Ciudadano, hasta ahora no ha podido garantizar condiciones 
de seguridad, lo que se evidencia con el continuo asesinato de periodistas y per-
sonas defensoras de derechos humanos en México.

Organizaciones como WOLA y Peace Brigades International (PBI, por sus si-
glas en inglés) (2016) identifican como algunos de los principales problemas del 
Mecanismo:

–	 La falta de recursos para proteger a defensores y periodistas que se en-
cuentran en situaciones de riesgo;

–	 Personal limitado y no especializado; 
–	 Falta de protocolos con perspectiva de género;
–	 Falta de coordinación entre el gobierno federal y los gobiernos locales;
–	 Retrasos en el análisis de la situación de riesgo que determina cuándo una 

periodista necesita protección y el tipo de medidas que requieren ser to-
madas. Y aunque desde 2013 Freedom House ha dado asistencia técnica, 
de acuerdo con CEDAW Ciudadana, su metodología requiere la adopción de 
un análisis contextual con el fin de identificar la situación de riesgo global;

–	 La respuesta retardada a las solicitudes de protección;
–	 Finalmente, la representación gubernamental en la Junta de Gobierno, a 

través de la Procuraduría General de la República y de la SEGOB, no ge-
nera confianza en la sociedad.

En conclusión, el débil marco legal evidencia que la protección de mujeres 
periodistas no es una prioridad para el gobierno mexicano.
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La falta de datos
Los datos oficiales disponibles sobre aspectos cruciales de la violencia contra 
mujeres periodistas son inexistentes. En México —y me atrevo a decir que este 
es un problema generalizado en otros países— no se promueve la construcción 
de indicadores que permitan conocer periódicamente las dimensiones de este 
problema. Estas brechas están directamente relacionadas con las formas en las 
que los derechos humanos de las mujeres son marginados de las agendas glo-
bales —y no debemos olvidar que la forma en que medimos y lo que medimos, 
está intrínsecamente vinculado con la desigualdad de género—. ¿Y por qué son 
importantes los datos? Porque permiten visibilizar la violencia contra las muje-
res periodistas y planear políticas y medidas informadas.

Por ello, es importante que el gobierno mexicano y aquellos países donde la 
violencia contra mujeres periodistas es crítica, se comprometan con el impulso 
de sistemas de información y desarrollo institucional, humano y técnico. En tér-
minos metodológicos, es precisa la revisión constante de indicadores y metodo-
logías de medición.

¿En dónde nos encontramos en términos de reportes internacionales? Con-
tamos con muy pocos insumos. Una iniciativa relevante, es la Encuesta Global 
de Violencia contra Mujeres Periodistas, de la International Women Media Foun-
dation y del International News Safety Institute (IWMF/INSI, 2014). Sin embargo, 
tiene una perspectiva limitada, pues asocia la violencia contra mujeres periodis-
tas a la dimensión sexual, concentrándose exclusivamente en el acoso sexual y 
se enfoca en la violencia de la que las periodistas son víctimas en las salas de 
redacción, sin considerar las condiciones estructurales que sostienen la violen-
cia de género.

Apuntando a soluciones
¿Cómo podemos construir datos significativos que den evidencia de los aspectos 
estructurales de este problema? Considero que necesitamos ir más allá de indi-
cadores simplistas, complementando datos estadísticos con aproximaciones 
cualitativas. En este punto, es necesario adoptar una perspectiva holística que 
analice todas las formas y modalidades de violencia contra mujeres periodistas. 
Esto es: tipos —psicológica, sexual, física, económica y feminicida— y modalida-
des —institucional, comunitaria y laboral—. Al mismo tiempo, necesitamos me-
todologías que analicen la interseccionalidad manifiesta, incluyendo indicadores 
de edad, clase, etnicidad, discapacidad; que miren también a los contextos y a 
las políticas y leyes existentes.

Considero que estos reportes deben realizarse a nivel regional, con el fin de 
comparar las condiciones y causas determinantes por país.
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Una herramienta muy útil con la que contamos para iniciar colectivamente 
en la construcción de reportes periódicos comparativos, a fin de combatir la vio-
lencia contra mujeres periodistas en los países de nuestra región, son los Indi-
cadores de Género para Medios de Comunicación (GSIM, por sus siglas en inglés) 
publicados por la UNESCO en 2014. Se trata de 133 indicadores agrupados en 
dos categorías que coinciden con los Objetivos Estratégicos incluidos en la Secc-
ción J de la Plataforma de Acción de Beijing publicada por la ONU en 1995: 

–	 Promover el acceso y participación de las mujeres en los medios de co-
municación, en particular en la toma de decisiones, y, 

–	 Erradicar estereotipos sexistas y otras formas de discriminación de gé-
nero de los contenidos. 

Estos indicadores fueron diseñados para que los medios de comunicación 
analicen periódicamente sus propias políticas y prácticas internas, a fin de to-
mar las medidas necesarias para impulsar la igualdad de género y, en particular, 
garantizar la seguridad de mujeres periodistas. Su empleo no excluye que orga-
nizaciones de la sociedad civil, universidades, órganos reguladores, sindicatos 
y otras instituciones del Estado, los puedan utilizar.

Algunos de los aspectos centrales que estos indicadores analizan, son: 

–	 Balance de género en el nivel de toma de decisiones.
–	 Igualdad de género en el trabajo y condiciones laborales.
–	 Existencia de códigos de autorregulación y políticas editoriales a favor 

de la igualdad de género.
–	 Capacitación y educación de profesionales en igualdad de género.
–	 Representación de género en las noticias y en la publicidad.

Una iniciativa de investigación de este tipo podría ser liderada por la 
UNESCO, dada su experiencia en la construcción de indicadores que promue-
ven la igualad de género y la libertad de expresión. A ella, podrían contribuir 
la Alianza Global de Medios  y Género (GAMAG, por sus siglas en inglés) y la 
Red Mundial de Universidades en Género, Medios y TICs de la UNESCO, coordi-
nada por la UNAM (México) y la RMIT (Australia) y en la cual convergen más de 
15 universidades de las cinco regiones del mundo. En la actualidad, esta Red, 
de la mano de la UNESCO y de la GAMAG, está elaborando una propuesta basa-
da en los GSIM para influir en cambios en la currícula de las carreras de comu-
nicación.

Con base en estos reportes, sería posible influir en el terreno de las legisla-
ciones y políticas. El objetivo final sería llamar a la adopción de medidas para 
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erradicar la violencia contra las mujeres periodistas. Los medios informativos 
son parte del problema, pero pueden convertirse en parte de la solución y vol-
verse aliados de los derechos humanos de las mujeres 

Referencias
Amorós, C. «Violencia contra las mujeres y pactos patriarcales.» En D’Angelo, V. 

y Sánchez, C. (eds.), Violencia y sociedad patriarcal. Madrid: Pablo Iglesias, 
1990, 1-15. 

Artículo 19. Informe 2016 de Article 19: Libertades en Resistencia. México: Artí-
culo 19. https://articulo19.org/informe2016/ (Consultado, julio 10, 2017).

CIMAC. Impunity and violence against female journalists in Mexico. México: CIMAC. 
http://www.cimacnoticias.com.mx/sites/default/files/Impunity%20and%20
Violence%20Against%20Female%20Journalists%20in%20Mex.%20Inglés.pdf 
(Consultado, julio 17, 2017).

De Frutos, Ruth. «Mujeres periodistas: violencia aumentada.» Infoamérica Revis-
ta Iberoamericana de Comunicación, 10: 69-84, 2016.

IWMF/INSI. Violence and harassment against women in the news media. A global 
picture. Londres: IWMF/INSI; 2014

Lanza, Edilson. «La seguridad de periodistas y la lucha contra la impunidad.» 
Conferencia UNESCO, San Salvador, 31 de agosto de 2017.

La Jornada. «Miroslava Breach muere acribillada.» http://www.jornada.unam.
mx/2017/03/24/politica/002n1pol (Consultado, marzo 24, 2017).

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Diario Ofi-
cial de la Federación, febrero 2, 2007, México, Cámara de Diputados.

Flores, Ligia. «El riesgo de ser periodista en Guatemala.» Sala de Redacción, pu-
blicado el 4 de noviembre de 2015. 

Organización de las Naciones Unidas. Declaration on the Elimination of Violence 
Against Women. Nueva York, Naciones Unidas, 1994. http://daccess-ddsny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/N94/095/05/PDF/N9409505.pdf?OpenElement 
(Consultado, octubre 2, 2005).

WOLA/PBI. Mexico’s mechanism to protect human rights defenders and journa-
lists: progress and continued challenges. Londres: WOLA/PBI, 2016 




